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La legislación para la radiodifusión debe ser com-patible con los principios internacionales de los
derechos humanos.
Habitualmente, la radiodifusión ha sido conside-
rada en un segundo plano respecto de la libertad
de prensa y del derecho a la información, en el en-
tendimiento eróneo de que se trata de un servicio
meramente comercial o que sus cuestiones son me-
ramente técnicas.
De hecho, muy raramente quienes se ocupan del
estudio del derecho constitucional se detienen a
analizar la importancia de las regulaciones existentes
en materia de radiodifusión. Tampoco en los cursos
sobre derecho administrativo es estudiado el tema.
Hoy, en los albores de un nuevo gobierno, retor-
na con fuerza la discusión sobre la necesidad de
cambiar la ley de radiodifusión heredada de la Dic-
tadura Militar y que sólo recibiera remiendos.
La intención de este trabajo -y de alí su oportu-
nidad- es tratar de poner en el tapete algunos prin-
cipios de la normativa internacional (particularmen-
te del Sistema Interamericano) de derechos huma-
nos a fin darle a la radiodifusión la importancia nor-
mativa que se merece y que su futura legislación
sea compatible con tales principios. El Estado está
obligado a cumplirlos.
Partiremos, entonces, de la base de que estamos
hablando de una actividad por la que se ejerce el
derecho contemplado en el art. 13 de la Conven-
ción Americana de Derechos Humanos (CADH), ya
que el hecho de que se realice por un medio técni-
co distinto al papel, no debe resultar impedimento
para reconocerlo como tal.
¿Qué es la actividad radiodifusora?
A esta pregunta le pueden caber, obviamente en
forma interesada, varias respuestas. Algunas de
elas tendrán relación con qué tipo de servicio son
los servicios de radiodifusión. Otras, quizá en forma
previa, se referirán a una especie dentro del género
de las radiocomunicaciones, lo cual permitirá redu-
cir a la actividad a una de las tantas formas de “te-
lecomunicaciones”.
Esta clasificación no tendría mayor importancia,
en la medida en que la ubicación en esta descrip-
ción sometería a la actividad a las mismas conside-
raciones de la telefonía, o el coreo.
De acuerdo a nuestro entendimiento, la radiodi-
fusión es el ejercicio de la libertad de prensa por un
soporte tecnológico diferente del papel.
Así las cosas, nos mueve la convicción de que es-
tamos ante una particular forma de ejercicio de la li-
bertad de expresión y que debe primar -a la hora de
las clasificaciones- el contenido y no el continente o
los mecanismos de transmisión de información.
En otras palabras, se trata de darle a la comuni-
cación social por medios electrónicos la jerarquía
que realmente debe tener: se trata del ejercicio de
la libertad de expresión y prensa por medio de un
soporte tecnológico distinto que no debe servir de
excusa para limitar su ejercicio sustancial.
Breve análisis del alcance del art. 13 de la 
Convención Americana
Sintéticamente, nuestro afán es demostrar que
la radiodifusión está plenamente encuadrada en el
ejercicio del derecho a la información y que toda
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forma de regulación para su acceso debe ser anali-
zada a la luz de la Convención Americana.
Para elo, enfatizaremos la letra y la interpreta-
ción de la Convención Americana de modo autén-
tico por su texto y por expresiones de la Comisión
Interamericana y de la Corte.
El inciso 1 señala que “Toda persona tiene dere-
cho a la libertad de pensamiento y de expresión. Es-
te derecho comprende la libertad de buscar, recibir
y difundir información e ideas de toda índole, sin
consideración de fronteras, ya sea oralmente, por
escrito o en forma impresa o artística, o por cual-
quier otro procedimiento de su elección”.
Este texto nos conduce con toda claridad a la de-
terminación explícita de dos principios de universa-
lidad.
Uno de elos es el que nos orienta a la universali-
dad de los sujetos. Cuando la Convención America-
na se dice “toda persona” no hace exclusiones de
ninguna naturaleza ni condiciones. De hecho, tam-
poco establece formas de discriminación positiva o
negativas vinculadas a la forma de organización.
El otro principio de universalidad se da de acuer-
do a los medios. La libertad de elección del procedi-
miento para el ejercicio de este derecho ratifica el
principio de que “todo medio” está alcanzado o am-
parado por el art. 13, dada su condición de soporte
tecnológico y continente de los mensajes cursados
por quienes informan a quienes son informados.
El inciso 3 reza: “No se puede restringir el dere-
cho de expresión por vías o medios indirectos, tales
como el abuso de controles oficiales o particulares
de papel para periódicos, de frecuencias radioeléc-
tricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión
de información o por cualesquiera otros medios en-
caminados a impedir la comunicación y la circula-
ción de ideas y opiniones”.
La Corte ha sentado el amplio alcance y carácter
del derecho a la libertad de expresión amparado en
este artículo: “El artículo 13 establece dos aspectos
distintivos del derecho a la libertad de expresión.
Este derecho incluye no sólo la libertad de expresar
pensamientos e ideas, sino también el derecho y la
libertad de procurarlas y recibirlas”. Al garantizar si-
multáneamente los derechos a expresar y recibir ta-
les expresiones, la Convención fomenta el libre in-
tercambio de ideas necesario para un debate públi-
co efectivo en la arena política. 
La Corte concluyó además que la Convención
Americana es más generosa en su garantía de la li-
bertad de expresión y menos restrictiva de este de-
recho que las disposiciones pertinentes de la Con-
vención Europea para la Protección de los Derechos
Humanos y las Libertades Fundamentales y que el
Pacto Internacional sobre los Derechos Civiles y Po-
líticos.
Esto es particularmente significativo si se consi-
dera que la Corte Europea ha afirmado reiterada-
mente que la libertad de expresión es uno de los
“fundamentos esenciales de una sociedad demo-
crática”. 
El consenso observado en los órganos de dere-
chos humanos de América y de Europa pone de
manifiesto que la protección de la libertad de expre-
sión como elemento indispensable de la democra-
cia se encuentra perfectamente fundamentada en
el derecho internacional. 
Al protegerse este derecho conforme lo estipula
el artículo 13 de la Convención, la Corte no ha he-
cho más que reforzar el propósito de la Conven-
ción, que es el de crear un sistema de “libertades
personales y justicia social” dentro del “marco de
las instituciones democráticas”. Resulta evidente
que el derecho a la libertad de expresión y pensa-
miento garantizado por la Convención está indiso-
lublemente vinculado a la existencia misma de una
sociedad democrática. Es más, la plena y libre dis-
cusión evita que se paralice una sociedad y la pre-
para para las tensiones y fricciones que destruyen
las civilizaciones. Una sociedad libre, hoy y mañana,
es aquéla que pueda mantener abiertamente un
debate público y riguroso sobre sí misma. 
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Dice la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos en la Opinión Consultiva 5/85 “..en principio la
libertad de expresión requiere que los medios de co-
municación estén virtualmente abiertos a todos sin
discriminación o, más exactamente, que no haya in-
dividuos o grupos que a priori, estén excluidos del
acceso a tales medios, exige igualmente ciertas con-
diciones respecto de estos, de manera que, en la
práctica, sean verdaderos instrumentos de esa liber-
tad y no vehículos para restringirla. Son los medios
de comunicación social los que sirven para materia-
lizar el ejercicio de la libertad de expresión, de tal
modo que sus condiciones de funcionamiento de-
ben adecuarse a los requerimientos de esa libertad.
Para elo es indispensable la pluralidad de medios y
la prohibición de todo monopolio respecto de elos,
cualquiera fuera la forma que pretenda adoptar..”.
Se ve también recogida esta tesitura de universa-
lidad de medios y sujetos por la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos, cuando subraya, con
areglo al art. 13 del Pacto antes transcripto, las di-
mensiones individuales y sociales de la libertad de
expresión: “así como comprende el derecho de ca-
da uno a tratar de comunicar a los otros sus propios
puntos de vista implica también el derecho de to-
dos a conocer opiniones y noticias. Para el ciudada-
no común tiene tanta importancia el conocimiento
de la opinión ajena o de la información que dispo-
nen otros como el derecho a difundir la propia”.. y
también: “La libertad de prensa no se agota en el
reconocimiento teórico del derecho a hablar o es-
cribir, sino que comprende, inseparablemente, el
derecho a utilizar cualquier medio apropiado para
difundir el pensamiento y hacerlo legar al mayor
número de destinatarios..” (Opinión Consultiva
5/85, Cons. 31).
Asimismo, la Corte Interamericana entiende
que: “Cuando la Convención proclama que la liber-
tad de pensamiento y expresión comprende el de-
recho de difundir informaciones e ideas ‘por cual-
quier.. procedimiento’, está subrayando que la ex-
presión y la difusión del pensamiento y de la infor-
mación son indivisibles, de modo de que una res-
tricción de las probabilidades de divulgación repre-
senta directamente, y en la misma medida, un lími-
te al derecho de expresarse libremente” (Opinión
Consultiva OC-5/85, Cons. 31).
“Las dos dimensiones mencionadas (supra 30)
de la libertad de expresión deben ser garantizadas
simultáneamente. No sería lícito invocar el derecho
de la sociedad a estar informados verazmente para
fundamentar un régimen de censura previa supues-
tamente destinado a eliminar las informaciones que
serían falsas a criterio del censor. Como tampoco
sería admisible que, sobre la base de derecho a di-
fundir informaciones e ideas, se constituyeran mo-
nopolios públicos o privados sobre los medios de
comunicación para intentar moldear la opinión pú-
blica desde un solo punto de vista”. (Opinión Con-
sultiva OC-5/85, Punto 33).
En igual sentido se ha expresado la Comisión
respecto a la importancia de los medios de radiodi-
fusión y su inclusión en los ámbitos de la universa-
lidad reconocida por el artículo 13 de la CADH.
Dice al respecto la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos (CIDH) en su Declaración de
Principios sobre la Libertad de Expresión aprobada
en su 108º Período de sesiones (octubre 2000):
12. Las asignaciones de radio y televisión deben
considerar criterios democráticos que garanticen
una igualdad de oportunidades para todos los indi-
viduos en el acceso a los mismos.
13. La utilización del poder del Estado y los recur-
sos de la hacienda pública; la concesión de preben-
das arancelarias; la asignación arbitraria y discrimi-
natoria de publicidad oficial y créditos oficiales; el
otorgamiento de frecuencias de radio y televisión,
entre otros, con el objetivo de presionar y castigar o
premiar y privilegiar a los comunicadores sociales y a
los medios de comunicación en función de sus líneas
informativas, atenta contra la libertad de expresión
y deben estar expresamente prohibidos por la ley.
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En aplicación de estos principios, en marzo de
2001, la CIDH elaboró un informe sobre derechos
humanos en Paraguay que establece un anteceden-
te para toda la región. En una de las tres recomen-
daciones planteadas al gobierno paraguayo esta-
blece “la necesidad de aplicar criterios democráti-
cos en la distribución de las licencias para las ra-
dioemisoras y canales de televisión. Dichas asigna-
ciones no deben ser hechas basadas solamente en
criterios económicos, sino también en criterios de-
mocráticos que garanticen una igualdad de oportu-
nidad al acceso de las mismas” 1-2
De tal modo, creemos que queda de manifiesto
que nuestra tesis sobre el amparo a la radiodifusión
de los términos del art. 13 de la CADH está acredi-
tada en cuanto:
a.Se la considera como uno de los medios de ejer-
cicio del derecho de recibir, difundir e investigar in-
formaciones y opiniones.
b.No existe ninguna cláusula que admita discrimi-
naciones en el acceso a la actividad.
c.Antes bien, la interpretación auténtica de la Cor-
te señala que “La libertad de prensa no se agota en
el reconocimiento teórico del derecho a hablar o es-
cribir, sino que comprende, inseparablemente, el
derecho a utilizar cualquier medio apropiado para
difundir el pensamiento y hacerlo legar al mayor
número de destinatarios”.
d.La Comisión Interamericana ha dicho que la ad-
ministración arbitraria de las frecuencias es violato-
ria de la Convención y debe estar prohibida por la
ley.
Sobre las frecuencias
Es particularmente importante destacar cuál es
la naturaleza del objeto preciado en la actividad ra-
diodifusora, y respecto de la facilidad o no a su ac-
ceso se debe debatir a fin de considerarlo como un
indicador de efectivo respeto a los derechos huma-
nos. Elas son las frecuencias.
La reglamentación internacional sobre este tópico
surge de los Convenios de la Unión Internacional de
Telecomunicaciones (UIT), cuyo articulado específico,
en la Recomendación 2 de la Resolución 69 UIT (in-
corporada a los Acuerdos de Ginebra de diciembre
1992 en Kyoto durante 1994) se expone: “teniendo
en cuenta la Declaración de Derechos Humanos de
1948, la Conferencia de Plenipotenciarios de la
Unión Internacional de las Telecomunicaciones, cons-
ciente de los nobles principios de la libre difusión de
la información y que el derecho a la comunicación en
un derecho básico de la comunidad RECOMIENDA: a
los estados parte que faciliten la libre difusión de in-
formación por los servicios de telecomunicaciones”.
En el artículo 1 apartado 11 se establece en la
Constitución de la UIT que: “la Unión efectuará la
atribución de frecuencias del espectro radioeléctri-
co y la adjudicación de frecuencias radioeléctricas y
levará el registro de las asignaciones de las frecuen-
cias y las posiciones orbitales asociadas en la órbita
de los satélites geoestacionarios, a fin de evitar to-
da interferencia perjudicial entre las estaciones de
radiocomunicación de los distintos países”.
En el artículo 44 inciso 1 (apartado 195) se men-
ciona que: “Los (Estados) procurarán limitar las fre-
cuencias y el espectro utilizado la mínimo indispen-
sable para obtener el funcionamiento satisfactorio
de los servicios necesarios. A tal fin se esforzarán
por aplicar los últimos adelantos de la técnica”. En
el inciso 2 (apartado 196): “En la utilización de ban-
das de frecuencias para las radiocomunicaciones,
los Miembros tendrán en cuenta que las frecuen-
cias y la órbita de los satélites geoestacionarios son
recursos naturales limitados que deben utilizase de
forma racional, eficaz y económica, de conformidad
con lo establecido en el Reglamento de Radiocomu-
nicaciones, para permitir el acceso equitativo a esta
órbita y a esas frecuencias a los diferentes países o
grupos de países, teniendo en cuenta las necesida-
des especiales de los países en desarolo y la situa-
ción geográfica de determinados países”.
1- 2Recomendaciones en el mismo
sentido fueron presentadas al 
gobierno de Guatemala en abril
del mismo año.
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Sin embargo, según las recomendaciones de la
UIT incluidas en el Libro Azul de Políticas de Teleco-
municaciones para las Américas: “Cuando la esca-
sez del espectro no constituye una preocupación y
cuando es posible un ingreso ilimitado y se ha de
alentar un mercado de plena competencia, podrán
no requerirse licencias individuales. Podría ser sufi-
ciente un mero registro o licencia de clase” (Cap.
VII, 1996).
A nuestro criterio, entonces, es indudable que
las frecuencias no pueden ser objeto dominial de
los Estados, y que la administración de las mismas
está sujeta desde el punto de vista técnico a los re-
glamentos de la UIT, y desde el punto de vista jurí-
dico y político a las Convenciones y Declaraciones
de Derechos Humanos y sus interpretaciones autén-
ticas por los órganos institucionales de los Sistemas
de Protección establecidos. En el caso que nos ocu-
pa, la Convención Americana, la Declaración de
Principios de la CIDH y las sentencias y opiniones
consultivas de la Corte Interamericana.
Doctrinariamente, compartimos que: “..El de-
bate acerca de la naturaleza jurídica de la órbita
geoestacionaria y del espectro de frecuencias toca
a su fin. Se hala adecuadamente regulada por el
Tratado del Espacio y el Convenio Internacional de
Telecomunicaciones (CIT).. De las largas delibera-
ciones registradas en los últimos años, luce con mu-
cho contenido jurídico el art. 33 del CI T que con el
ajuste alcanzado en Nairobi se interpreta como fór-
mula ajustada al principio del patrimonio común de
la humanidad. Este principio, que va ganando pro-
gresivamente las nuevas expresiones del derecho
internacional, lo enuncié y lo expliqué por primera
vez, como doctrina y procedimiento en la Universi-
dad de Innsbruck en 1954. En lo específico, lo ex-
tendí en 1976, en la Universidad de Hawai al espec-
tro de radiofrecuencias3.. Como concepto jurídico
es aceptado en el derecho energético internacional,
derecho ambiental internacional y derecho infor-
mático internacional. Como principio ha sido incor-
porado en convenios relativos al derecho cultural
internacional y al derecho internacional del mar”.4
En este marco de análisis, el modo de funciona-
miento de las señales satelitales de recepción direc-
ta son una muestra acabada de que los Estados Na-
cionales coordinan entre elos el modo de asignar
las frecuencias a los distintos servicios y canales. En
el mismo sentido ocure con las señales satelitales
que transportan contenidos que luego son distri-
buidos a los usuarios por operadores locales.
Igualmente ocure con los tratados bi o multipar-
titos de asignaciones de frecuencias por región. Si
existiera dominio público sobre el espectro, las cosas
estarían ocuriendo al revés. Tendrían que ceder algo
que no está sobre su teritorio para poder asignarse
las frecuencias que habrán de utilizarse en el país.
Por último, las resoluciones de UNESCO sobre li-
bre recepción de señales satelitales recaídas en
Asamblea General en la que se plasma el reempla-
zo de la política de autorización previa por el del
aviso previo adoptadas por la Res. UNESCO 37/92
no tendrían andamiento fáctico alguno.
Además, si los tratados adjudican derechos de
administración, quién le permite adueñarse a los es-
tados de algo que le prestan para que administre en
forma coordinada por regiones. Nada indica, en-
tonces, que los Estados tengan el derecho de admi-
nistrar el espectro de frecuencias como si fuera de
su propiedad.
Otros derechos humanos involucrados
En el marco de la discusión sobre el acceso a las
frecuencias como soporte para el ejercicio del dere-
cho a la información, hemos verificado la existencia
de impedimentos de distinta naturaleza en las dis-
tintas legislaciones y que -entendemos- violentan
(además del previsto en el art. 13 de la Convención)
otros derechos humanos reconocidos y explicitados
en los cuerpos normativos del Sistema Interamerica-
no de Protección.
3Cocca, Aldo: The Radiospectrum
resource as a common heritage of
mankind. University of Hawai
1.976.
4La condición humana en las co-
municaciones. Aldo Cocca, Revis-
ta el Derecho, Buenos Aires, Ar-
gentina, T. 126, pág. 785
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La obligación de constituirse como sociedad co-
mercial para la prestación de la radiodifusión, al
igual que las limitaciones de contenidos, potencias,
fijación de umbrales técnicos inalcanzables, siste-
mas de adjudicaciones basados en posicionamien-
tos o capacidades económicas, o cercenamientos
para la obtención de recursos genuinos por la acti-
vidad desarolada violentan los siguientes derechos
humanos:
1. A la libertad de asociación del artículo 16 cu-
yo texto pertinente establece. “Todas las personas
tienen derecho a asociarse libremente con fines
ideológicos, políticos, económicos, laborales, socia-
les, culturales, deportivos o de cualquiera otra índo-
le. El ejercicio de este derecho sólo puede estar su-
jeto a las restricciones previstas por la ley que sean
necesarias en una sociedad democrática, en interés
de la seguridad nacional o del orden público o pa-
ra proteger la salud o la moral públicas o derechos
y libertades de los demás”.
2. A la igualdad ante la ley. Por lo que el art. 24
de la CADH señala: “Todas las personas son iguales
ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin
discriminación, a igual protección de la ley”.
3. Al derecho al trabajo (art. 6 Protocolo de Dere-
chos Económicos y Sociales de San Salvador): “Toda
persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la
oportunidad de obtener los medios para levar una
vida digna y decorosa a través del desempeño de una
actividad lícita libremente escogida o aceptada”.
4. A la no discriminación (art. 3 del mismo Pro-
tocolo): “Los Estados partes en el presente protoco-
lo se comprometen a garantizar el ejercicio de los
derechos que en él se enuncian, sin discriminación
alguna por motivo de raza, color, sexo, idioma, reli-
gión, opiniones políticas o de cualquier otra índole,
origen social o nacional, posición económica, naci-
miento o cualquier otra condición social”.
5. A gozar de los beneficios de la cultura en tan-
to resguarda la protección de intereses morales y
materiales de la autoría de creaciones científicas, li-
terarias o artísticas y a respetarse la indispensable li-
bertad para la investigación científica y la actividad
creadora (art. 14 Protocolo de San Salvador).
6. A la protección y amparo de los términos fija-
dos en los puntos 12 y 13 de la Declaración de Prin-
cipios de Libertad de Expresión de la CIDH de su
108º Período de Sesiones. 
De tal modo, las exclusiones a sectores determi-
nados de la sociedad civil por el sólo hecho de su
conformación jurídica presenta un grado de viola-
ciones a los derechos humanos en el sistema intera-
mericano que excede de las previsiones vinculadas
a la libertad de expresión, al igual que las restriccio-
nes en materia de contenido, alcance y financia-
miento por esa misma causa. En esta línea, algunos
pasos se van logrando.
En su informe anual del año 2002, aprobado por
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos,
la Relatoría de Libertad de Expresión de la OEA in-
cluyó entre sus capítulos uno referido a estos tópi-
cos diciendo: 
“43. Dada la importancia que pueden tener es-
tos canales de ejercicio de la libertad de expresión
comunitarias, resulta inadmisible el establecimiento
de marcos legales discriminatorios que obstaculizan
la adjudicación de frecuencias a radios comunita-
rias. Igualmente preocupante resultan las prácticas
que, aún en los casos de funcionamiento en el mar-
co de la legalidad, importan amenazas de ciere in-
justificadas, o incautación arbitraria de equipos.
44. Dicho esto, hay un aspecto tecnológico que
no debe ser dejado de lado: para un mejor uso de
las ondas de radio y televisión del espectro radioe-
léctrico, la Unión Internacional de Telecomunicacio-
nes (UIT), distribuye grupos de frecuencias a los paí-
ses, para que se encarguen de su administración en
su teritorio, de forma que, entre otras cosas, se evi-
ten las interferencias entre servicios de telecomuni-
caciones. 
45. Por lo expresado, la Relatoría entiende que
los Estados en su función de administradores de las
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ondas del espectro radioeléctrico deben asignarlas
de acuerdo a criterios democráticos que garanticen
una igualdad de oportunidades a todos los indivi-
duos en el acceso a los mismos. Esto precisamente
es lo que establece el Principio 12 de la Declaración
de Principios de Libertad de Expresión”. 
Así también, una declaración conjunta de los
tres relatores de Libertad de Expresión (de la OEA,
de la ONU y el Representante de la Organización de
Seguridad y Cooperación en Europa para la Liber-
tad de los Medios de Comunicación (OSCE) realiza-
da en Noviembre de 2001, titulada “Desafíos a la
Libertad de Expresión en el Nuevo Siglo”se ex-
pide sobre el punto diciendo:
Radiodifusión:
- La promoción de la diversidad debe ser el objetivo
primordial de la reglamentación de la radiodifusión;
la diversidad implica igualdad de género en la ra-
diodifusión e igualdad de oportunidades para el ac-
ceso de todos los segmentos de la sociedad a las
ondas de radiodifusión;
- Las entidades y órganos gubernamentales que re-
gulan la radiodifusión deben estar constituidos de
manera de estar protegidos contra las injerencias
políticas y comerciales;
- Deben adoptarse medidas efectivas para evitar
una concentración indebida de la propiedad en los
medios de comunicación.
